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conexión llamados a definir eltmbito de aplicación de las
Leyes en el espacio corresponde al Estado.

Segundo.-El alcanoe territorial de las competencias autonó­
micas aparece recogido en el Estatuto Vasco en' IU arUculo 20.8
al afirmar que .salvo disposición expresa. en contracio, todas
las competencias mencionadas en loa articulrnJ anteriores f otros
del presente Estatuto S8 entienden referidas al ámbito territo­
rial del País Vasco'", ámbito definido en el articulo 2.°, 2, de
dlcho EstatutO.

Esta referencia territorial que, como criterio «anara}, se en­
cuentra en todos los Estatutos de Autonomia, viene impuesta
por la organización territorial del Estado en Comunidades AutO­
nomas (artículQ 137 de la Constitución) y responde a la nece­
sidad de hacer compatible el ejercido simultáneo de las com~

petandaa asumidas por. las distintas Comunidades.
Es cierto que dicho l1mite territorial ha de interpretarse

con la flexibilidad suficiente para no vaciar de contenido las
competencias asumidas. Asi lo ha entendido este Tribunal Cons­
titucional al afirmar en SU sentencia de 16 de noviembre
de 1981 (fundamento juridico primero) que ..esta _bmitaei6n
territorial de la eficacia de las normas y actos no puede sig­
nificar. en modo alguno, que le esté vedado por ello a los
órganos de la Comunidad Autónoma. en uso de sus compe­
tencias propias. adoptar decisiones que puedan producir ooose·
cueocias de hecho en otros lugares del territorio nacional; la
unidad política, jurtdica, económica y social de España impide
su división en compartimientos estancos y, en consecuencia, la
privación a las Comunidades Autónomas de la posibilidad de
actuar cuand..,) sus actos pudieran originar consecuenciaa más
allA de sus limites territoriales equivaldria necesariamente a
privarlas. pura y simplemente. de toda capa.cidad de actuación".
y con referencia expresa a la competencia del Pais Vasco en
materia _de cooper&tivas, en su· sentencia 72/1983. de 29 de
julio, al declarar que la dimensión territorial no afecta a las
relaciones jurtdic~. que las cooperativas establezcan can tér­
ceros fuera del territorio de la Comunidad ni a las actividadel
que realicen con· ellos, siempre que tengan carieter instru~

mental.
No nos encontramos, sin embargo, ante supuestos que revis­

tan estas características. De acuerdo con el artículo 2.° de
los Estatutos ele la ..caja Laboral PopuIar-, su obleto social
es servir a lal necesidades de finanoiaci6n de las entIdades
cooperativas a ella asociadas y a las de los socios de éstas,
admitiendo imposiciones- de fondos y realizando 108 servicios
de banca necesarios y. aquellos otros que sirVen para la pro­
moción y melor cumplimiento de sus fines cooperativos, salvo
los reservados expresamente a otros establecimientos de crédito.
Por tanto. la ampliación del ámbito de actuación de la ~pe­
rativa más ~IA de los limites territoriales fijados para el Pais
Vasco en su Estatuto de Autonomía, afecta a la actividad Upica
de la sociedad cooperativa de crédito. pues supone el estable­
cimiento de relaciones juridico-financ1et1'5 de caÑCter estable,
con socios cuyo domicilio social y Ambito de actuación part&-

. nazcan a otra Comunidad Autónoma, .con la posibilldad de
apertura de nueV88 oficinas en esa Comunidad en la forma
prevista en el Real Decreto 286Q/1978, de 3 de noviembre, por
el que se regulan las cooperativas de crédito. No se trata,
pues. de !:limpIes consecuencias de hecho derivadas de la acti­
vidad oooperativa que se realiza dentro delPais Vasco. Q1
de relaciones jurtdicas o actividades con terceros de carácter
instrumental, sino que la dimensión extraterritorial forma
parte esencial de la. configuración de la entidad cooperativa.

Por tanto. dado que en el presente caso no existe ..dispo~
sición expresa en contrario». es de aplicación la norma generar
contenida en el articulo 20.6 de dicho Estatuto, habiendo de
concluirse que la competencia controvertida '1lxcede el ámbito
competencial de la Comunidad Autónoma Vasca.

A lo anteriormente expuesto hay que aftadir que, por tratarse
de una cooperativa de crédito, su actividad extraterritorial
afecta, a su vez, al ámbito competencial territorial de otras
Comunidades Autónomas por los posibles confiictos de lnte~
reses que la realización de operaciones financieras lleva consigo,
tal como ha reconocido la sentencia de este Trlbunal de 'l8 de
enero de 1982 en relaciÓll con las Caja.s de Ahorro. 10.que viene
a poner de manifiesto el carActer supracomunitario de rHcha
actividad cooperativa y, en consecuencia.. del interés público
que justifica la competencia estatal.

Tercero.-EI Abogado del .Gobierno Vasco alega, en apoyo
de su tesis, que el criterio aplicable en materia de cooperativas

9333 Sala Segund<>o Ilecurso do amparo número 38V
1983. Sentencia número 45/1984, de 21 eH marzO.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozanlena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente. don Lula Dfez-Plcaza y Ponce de León, don
Francisco Tomé.s y Valiente y don Antonio Truyol Serra. Magi~
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL \lEY
la siguIente

SENTENCIA
En el recurso de amparo, 8eguido a Instancia del Comité de

Empresa del Hospital CHoico ., ProVincial de Barcelona, repr&-

para la delimitación territorial de las· competencias de 181 dis­
tintas Comunidades Autónomas que puedan resultar impUcadas
ha de ser el del domicilio socfal, pues éste es, en definitiva, el
criterio que inspira la mayor parte del contenido de la legis­
lación general sobre cooperativas vigentes en el momento de
dictarSe la resolución impugnada.

A ello ea preciso objetar que, aún cuando fuere de aplicación
en este caso la legislación general sobre cooperativas. habría
de partirse de las normas concretas referentes al Registro
General de Cooperativas contenidas en dicha legislación. y de
ellas se desprende inequivocamente que la determinación de
la competencla territorial no se establece sobre la base del
domicilio sot.!aL· .

En efecto, la competencia que el articulo 43 de la Ley 5211974,
de 19 de ~iciembre. General de Cooperativas (desarrollada por
el Reglamento de 16 de noviembre de 1978), atribuye genérica­
mente al Ministerio de Trabajo para resolver sobre la inscrip­
ción de las cooperativas y de los acuerdos sobre _ffioqtficaci6n
de Estatutos, SE: configura en el articulo 86 del Reglamento,
con caráct.er general, sobre el criterio del Ambito territorial
de la cooperativa, por cuanto dicha competencia es atribuida
a la DIrección General y al Registro General de Cooperativas
cuando éstas tengan un ámbito superior a la provincia, y a
la autoridad laboral provincial y a 1& Sección del Registro
existente en cada Delegación de Trabajo, cuando no se dé ese
supuesto (articulo 86. 2. A), a). y Bl.

Es cierto que tales disposiciones no podrian aplicarse en su
tenor literal concreto. ya que en ellas se desconoce la alteración
qUe en la distribución territorial de las competencias viene a
introducir la aparición de las Comunidades Autónomas. pero, si
atendemos a una lógica equivalencia entre oompetencia de la
Administración periférica y de la Comunidad Autónoma y com~
petencia de la Administración Central y del Estado. de forma
simllar a como ya lo hizo la sentencia de este Tribunal Cons­
titucional número 48/1982. de 12 de julio, habrA de entenderse
que. de acuerdo con 1& legislación general en materia de coope­
rativas, ia competencia atribuida a la Comunidad Autónoma
abarca las cooperativas de ámbito provincial intracomunitatio
y las de Ambito supraprovincial pero no supracomunitario, dado
qUe para las cooperativas de ámbito superior al de la Comu·
nidad Autónoma la competencia correspondiente al Estado.

Pero además. a este planteamiento de carácter general
habria 'que aftadir que en el caso concreto de las C',ooperativas
de crédito. de acuerdo con la legislación sobre cooperativas
anteriormente mencionada. las funciones calificadoras, inscrip·
toras y certificantes corresponden siempre al Registro General
de Cooperativas.

De todo lo anterior se deriva que .el criterio del domicilio
social para. la determinación de la titularidad de la competencia
controvertida no puede encontrar apoyo en la -Ley General
de Cooperativas ni en lu normas que la desarrollan. y que,
de conformidad con' ellas. en todo caso corresponderían al
Estado las competencias relativas al Registro de aquellas coope­
rativas cuyo ámbito de actuación rebase los limites territoriales
de la Comunidad Autónoma. Conclusión que viene a confirmar
la alcanzada en el fundamento jurídico segundo de la...presente
sentencia y que convierte. en irrelevante en este supuesto con­
creto la discusión sobre el carácter mercantil de las, entidades
coopera}ivas.

FALLO
En a-tención a todo 10 expuesto. el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUC\ON
DE LA NACION •ESPA';¡OLA.

Ha decidido
Declarar que corresponde al Estado la competencia contro·

vertida. relativa a la calificación e inscripción de la modi­
ficación parcial de los Estatutos de la ..cala Laboral Popular.
Sociedad Cooperativa de Crédito Limitada-, cuyo ámbito terri­
torial supera el de la Comunidad Autónoma Vasca.

Madrid 1:1 de marzo de 1984.-Firmado: Manuel Garcfa­
Pelayo y Alonso.-Jerónimo Arozamena Slerra.--Angel L.1torre
Segura -Manuel Diez de Velasco Valleio.-Francisco Rubio Llo­
rente ....:.aloria Begué Cantón.-Luis Dfez Picazo.-Francisco To­
mé.s y Valiente-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero
del Corral.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.
Rubricados.

sentado por el Procurador don Emilio Alvarez Zancada. y bala la
dirección del Abogado don José Maria Manté Spa, contra la
sentencia del Tribunal Central de Trabalo del 20 de abril de 1983,
recaída en proceso sobre conflict,o. colectivo, y en el que han
intervenido el Ministerio Fiscal y la Asociaci6n Profesional del
Comit6 de Delegados Médicos del Hospital CHnico de Barcelona,
representada por el Procurador don Santos de Gandarillas Car·
mona y baJo la dirección del Abogado don Manuel Alonso Gar~
cia. siendo ponente el Presidente de la Sala, don Jerónimo Aro­
zameoa Sierra. quien expresa el parecer de la misma.

l. ANTECEDENTES

Prlmero.-La Magistratura de Trabajo número 18 de Barcelona
conoci6 de proceso laboral promovido p~,via de confitcto co-
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lectivo entre la Empresa Hospital CHoieo y Provincial de Barce~
lona contra el Comité de Empresa, personal no médico, del citado
hospital sobre legitimación de la Asociación Profesional del
Comité halagados Médicos para negociar un convenio oolectivo;
le trataba de si la citada asociación profesional puede pactar
un convenio colectivo que afecte al es~mento médico y sobre la
posibilidad de que el Hospital pueda pactar para 1982 un c:onve­
nio que supere 108 limites máximos previstos ,en el arUculo 8 de
la Ley de Presupuesto del Estado para el indicado afta 1982.
El Magistrado de Trabajo dictó sentencia el 1 de diciembre de
1982. en la que se dedaran probados los siguientes heehos;

A) Que ante el Departamento de Trabajo de la Generalidad
de Cataluña se iniciO expediente de conflicto colectIvo por el
Presidente de la Junta Administrativa del Hospita.l ClíniCO y
Provincial de Barcelona contra el Comité de Empresa del mismO
basado sobre los siguiep.tes puntos: a) Si la Asociación Profe­
sional del Comité de Delegados Médicos de dicho Hospital es una
representación sindical legitimada para la negociación de un
convenio colectivo de ámbito inferior al de Empresa, concreta­
mente del personal del estamento médico de dicho hospital, te­
niendo en cuenta que sus afiliados son el 90 por 100 aproxima­
damente de dicho estamento¡ b) si la Asociación Profesional del
Comité de Delegados Médicos del referido Hospital y éste pue­
den pactar un convenio colectivo que afecte al estamento mé­
dico, siempre y cuando ambas partes se ~onocencomo inter­
locutores válidos, y c) si el Hospital Climco y Provincial de
Barcelona puede pactar para 1982 un convenio que supere los
límites máximos previstos en el articulo 8 de la Ley de Presu­
puestos para dicho &1\0 y el Acuerdo del Consejo de Ministros
de 22 de diciembre -de 1981, relativo a tal particular aportado a
los autos. Que según certificación del encargado de la oficina
del IMAC de Barcelona, de 30 de diciembre de 1981, ellO de
diciembre del mismo &1\0 fueron depositados en legal forma en
dicha oficina el acta de conStitución y los Estatutos de la Aso­
ciación Profesional de Delegados Médicos del Hospital Clínico
y Provincial de Barcelona. Que en 31 de diciembre de 1981 dicha.
Asociación presentó denuncia del conveniQ que estaba en vigor
en dicha fecha. Que no consta que a través de elecciones sin~
dicales hayan sido elegidos miembros' del Comité de Empresa,
en forma mayoritaria los representantes de la citada Asociación
Profesional. Que el Hospital Clfn1co citado es un establecimiento
público que gestiona la aaistencta a los enrermos pobres y la
ense1\anza de la medicina. Que -en dicho hospital el estamento
médico es miñoritario tanto respecto al conjunto de los traba­
1adores como respecto al personal técnico.

B) En la sentencia se declara que la Asociación Profesional
del Comité de Delegados Médicos del Hospital Cl1nico y Provin­
cial de Barcelona no está_legitimada para negociar un convenio
colectivo inferior al ámbito de Empresa con el Hospital CHnico
y Provincla.l de Baroelona, asf como esta Entidad está SUIE'ta a
los limites máximos establecidos en el artículo 8 de la Ley de
Presupuestos para 1982 en su negociación colectiva con el Comité
de Empresa. A este fallo se llega en la sentencia argumenW1do
que el examen conjunto de los preceptos del Estatuto de los Tra~
baladores pone de manifiesto que, en principio. no hay obstácu­
lo legal que impida a un estamento minoritario dentro del per­
sonal de la Empresa, cual es el estamento médico dentro del
Hospital CUnico celebrar un convenio colectivo particular con
la Empresa. per~ para ello se necesitan los siguientes requisitos:
a) Que ambas partes se reconozcan como interlocutores, y b)
qUe en nombre de tal estamento ha de negociar el Comité de
Empresa los Delegados de personal o la representación sindical
del mismo si la hubiere. y puesto que el Comité de Empresa no
ha emprendido la negociación ni existen Delegados de personal,
dado el número de trabajadores en la Empresa superior a cin­
cuenta para determinar quiénes son aquellos que <!:stentan la
representación sindical del estamento minoritario, en este caso
la clase médica ha de acudirse necesariamente a lo dispuesto
en el articulo 7i del Estatuto de los Trabajadores. que permite.
de modo normal, la f;lxistencia 'de dos colegios electorales. u~o
integrado por técnicos y administrativos, y otro por los trabaja­
dores especialistas y no cualificados y, excep~iona1mente. por
convenio colectivo y en función de la compOSIción profeSIonal
del sector de la actividad productiva. caul seria en este caso la
clase médtca la Empresa podrA establecerse un colegio que se
adapta a dicha composición. en cuyo caso. ·es evidente que .los
que resultaren elegidos por este último colegio serian la correcta
representación sindical de dicho sector minoritario y quienes
estanan legitimados con arreglo al articulo 87 para negociar el
convenio. si la Empresa le reconociera E'st& condición, -pudiendo.
naturalmente. la Asociación Profesional del Comité de Delegados
Médicos del Hospital CUnieo presentar sus candidatos para este
último Colegio y, si resultaren elegidos serian los candidatos
proclamados electos, que no la Asociación como tal, quienes po­
drian negociar el convenio de; ámbito inferior al de Empresa;
pero es 10 cierto que este tlltimo requisito no ha quedado cum­
plido. y siendo esto asf no puede estimarse que la referida Aso­
ciación tenga legitimación para negociar un convenio particular
con el Hospital CUnico¡ lo que no significa que se coarten las
libertades sindicales de IUS asociados, que no se impiden, lino
que se establece el correcto cauce para negociación de los con­
venios colectivos al igual que el articulo 88 del Estatuto no per­
mite que todos 10s lindicatos puedan negociarlo. si no quienes
cumplan 108 requisitos que en el mismo le establecen, y, lin
duda en los convenios de Empresa o de 4mbito inferior, el
legtsiador ha preferido, frente a atrN opciones posibles, no

atomizar excesivamente el nl1mero de estamentos que puedan
pa<:tar un convenio colectivo con la Empresa.

Segundo.--Que tanto por el Comité de Empresa del Hospital
Clínico Provincial de Barcelona, como por 1& Asociación Profe~
sional del Comité de Delegados Médicos del indicado Hospital
Clinico, se interpuso recurso de suplicación adhiriéndose al
prseentado por' la citada Asociación la Empresa promotora del
conflicto, esto es. el Hospital CUnieo Provincial de Barcelona.
Dos son los temas tratados en el conflicto colectivo y también
dos los temas objeto de los recursos respectivamente presentados
por los litigantes. El primero, se refiere a la legitimación de la
Asociación Profesional para comparecer pasivamente en el con­
flicto planteado y, consecuentemente, para la negociación colec~

tiva dentrQ de su ámbito propio, y la segunda, si el Hospital
Clínico y Provincial de Barcelona puede pactar para 1982 un con~

venio que supere los limites máximos previstos en la Ley de
Presupuestos de ese afto, El recurso de suplicación fue decidido
por el Tribunal Central de Trabajo en virtud de sentencia de 20
de abril de 1983 por la que se estimó en parte el recurso de
suplicación formulado por el Comité de Empresa y en virtud
de esta estimación parcial, se declaró por la indicada sentencia
que no afecta al mencionado Hospital la limitación a que se
refiere el articulo 8 de la Ley de Presupuesto para 1982; y se
declaró también que se estimaba el recurso -formulado por la
Asociación Profesional del Comité de Empresa de dicha Institu~

ción y en virtud de esta estimación se declaró el derecho de la
misma para negociar el convenio colectivo dentro de su ámbito
propio y afectación exclusiva a 108 afiliados con la Empresa
iniciadora del conflicto. Por lo que S8 refiere a este segundo
pronunciamiento. que es el que interesa a los efectos del presente
recurso de amparo, el Tribunal Central de Trabajo en la men­
cionada sentencia, argumenta lo siguiente: Queda suficiente·
mente acreditada la constitución y capacidad jurídica como agru~

pación sindical de la Asociación Profesional del Comité de Em~

presa de Delegados Médicos y, dado los términos en que se
plantea el conflicto colectivo, no hay duda del interés y afec­
tación directa del problema debatido en relación a la mencio­
nada Asociación la que, en consecuencia, esté. legitimada pasi­
vamente en el proceso planteado. A continuación pasa a exami­
nar si la legislación vigente autoriza a 1& citada Asociación a
negociar, para sus afiliados, un convenio colectivo de ámbito in­
ferior al de Empresa o si, por el contrario, esta posibilidad le
viene negada al no cumplirse en ella los requisitos legalmente
exigidos para el caso¡ y a este respecto. dice la sentencia, que
el Estatuto de los Trabajadores. en su articulo 87.1, reconoce a
los representantes sindicales, si los hubiere, como entidades le­
gitimadas para la negociación colectiva exigiendo. sin embargo.
que dicha representaoión, en lJU conjunto, sumen la mayoría .de
los miembros del Comité de Empresa, si bien en los convenIOS
que afecten a la totalidad de los trabajadores de la misma, En
los de ámbito inferior a ésta, que es el supuesto contemplado en
este caso, ninguna restricci6n de este tipo .se impone a las re­
presentaciones .sJ.ndicales. SI éstas están legalmente constituidas
y su representación acreditada, los principios de libertad sindi­
cal y la finalidad misma de los entes sindicales raciliten el cum­
plimiento de las funciones que se les tiene encomendadas. En
este sentido se armonizan los articulas 82.2 del citado Estatuto
y los artículos 7 28 y 37 de la Constitución, de manera que jus­
tificada la existencia y representatividad de la Asociación refe~
rida a la que estAn afiliados la mayoría del colectivo que repre­
sentaba el 90 por 100 de los aproximadamente quinientos que 10
componen, ningún obstáoulo legal se opone a su capacidad Pat:a
negociar un convenio de ámbito inferior 8il de la Empresa crl­
terio, dice la I6ntencia del Tribunal Central de Trabajoeoque
además encuentra apoyo en la sentencia del Tribunal ns­
titucional de 29 de noviembre de 1982, cuyos razonamientos. son
ravorables a uná interpretación expansiva d~ la actividad smdi~
cal siempre que se trate de un Sindicato al cual pueda recono~

cérsele una relación directa con lo que es objeto del li~igi.o por
su notoria imp.lantación en el centro d~ trabajo. Los ~lDdlcatos
que reúnen estas condiciones estAn legItimados para eJer~r de~
rechos de naturaleza colectiva como son los de iniciaCIón del

r.rocedimiento de conntcto colectivo o los de participación en
a negociación colectiva que les arecte con evidente represen­
tación para no afiliados.

La sentencia del Tribunal Central de Trabajo termi~a mani­
festando en el punto de que tratamos que debe deseshmarse el
recurso formulado por el Comité de Empresa en cuanto a su
petición relativa a que se declare la falta de legitimación pasiva
de la Asociación Profesional para intervenir en el conflicto ca·
lectivo planteado, as! como IU ralta de l~git1mación para nego~
ciar convenios colectivos, estimándose, ror otro lado. el recurso
formulado por la Asociación Profe"lona .mencionada y se decla­
ra el derecho de la misma para negociar el convenio colectivo
dentro de su ámbito propio y oon afectación exclusiva.a IUi

afilladoe.
Tercero ....,.EI Comité de Empresa interpuso recurso de amparo

el dia 24 d.emayo del ado anterior, interesando que seguido por
IUS trámites se declare por sentencia que la Asociación Profesio­
nal del Comité de Delegadol Médicos del Hospital Clinico y
Provincial de Barcelona carece de legitimación para negoci&¡I
convento colectivo de Empresa de dicha Institución Y en ~rtu
de esta declaración le anule la sentencia del Tribunal central
de rabalo. El recurso de amparo le lustenta en los motivos al­
guIentes:
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Al El primer motivo el el de la vulneración del articulo 14
de la CE por la desigualdad que supone la sentencia objeto del
presente recurso de amparo. Se dice en la demanda de amparo
que este Tribunal Constitucional, en sentencia de 24 de enero
de 1983, publicada en el -BoleUn Oficial del Estado_ el 17 de
febrero, señala que atenta al principio de igualdad la existencia
de sentencias contradictorias dictadas del Tribunal Central de
Trabajo en supuestos de hechos iguales. Pues bien considera el
Comité recurrente que el Tribunal Central de Trabafo ha dictado
sentencias manteniendo una doctrina distinta de fa que ahora
se acoge en la sentencia impugnada. Cita a este respecto la
sentencia de 25 de octubre de 1982 dictada por la propia Sala de
Conflictos del Tribunal CeJ;ltral de Trabajo en la que se dice que
están legitimados- pata negociar. los convenios de Empresa el
Comité de Empresa los D&legadoe. de personal, en su caso, o las
representaciones sindicales si las hubiera; y afiade que no cons·
tanda que los técnicol y administrativos tengan acreditada la
constitución de la sección stl)dical que les facultarla., en su caSo,
para intervenir en la negociación colectiva, es el Comité el
único legitimado para pactar con la Empresa tanto el convenio
de la misma como, en su caso, el de I1mbtto inferior. En la
propia sentencia, dice la demanda, se pronuncia la sentencia
también del Tribunal Central de Trabajo de la misma Sala de
Conflictos, de 29 de marzo de 1982, en la que· se afiade que la
posibilidad de· negociar convenios debe referirse a aquellas or~
ganizaciones sindícales qUe cuenten con un determinado número
de representantes y que eStas palabras ql.:e cuenten, deben en~

tenderse que son solo' aquellos representantes con que cuenta
una entidad sindical. Considera la demanda que nos hayamos
ante una solución dispar dada situaciones idénticas.

B) El segundo motivo del recurso se apoya en la vulnera­
ción, dice, del articulo 28 de la e, en relaciÓD OOn los articu­
las 24 y 37, también de la C. Se in·vaca·ademé.s la sentencia
de e6te Tribunal Constitucional de 29 de noviembre de 1982 pu­
blicada en el ..Boletfn Oficial del Estado,. del 2g de diciembre
siguiente. Argumenta 1& demanda que no puede la Asociación
indicada tener una legitimación ni para plantear un conflicto
ni ser parte del mismo ni mucho menos hallarse legitimada
para la negociación de un convenio colectivo. Ello supondría
vulnerar el principio de representación institucional. y supon­
dría además la obllBatorledad por parte de 1& Empresa de tener
que negociar no loa Convenios, sino todos 106 que fueren
necesarios, en el supuesto de que los diversos estamentOs o
clases o sectores profe6ionales de la Entidad resolvieran cons­
tituirse en asociación profesional y, a través de la misma, plan­
tear la negociación de un convenio colectivo. Ello sería vul·
nerar toda la doctrina interpretativa del &rtteulo 87.1 del Es~
tatuto de los Trabaladores y serta asimismo violar el contenido
del articulo 2.2 de! Convenio 98 de la OIT. Considera el de~
mandante que a nivel de Empnl6& el Comité tiene facultades
exclusivas para negociar un convenio. La representación rle los
trabajadores la tiene, en virtud de lo dispuesto en el Estatuto,
el Comité de Empresa; la Asociación Profesional del Comité
de Delegados Médicos no representa ni al conjunto de traba~
jadores y es minoritaria incluso Te6pecto al personal técnico.
Añade que con independencia de su derecho a slndica.rse libre­
mente, la extensi6n de dicho derecho a la poSible negociación
colectiva supondría una atomización de dicha negociación, ya
que de prosperar la tesiJ: de la sentencia objeto del recurso de
amparo exigiría una negociación no sólo con los Médicos 6ino
con cualquier cla!J8 o categoria profesional existente en el
Hospital.

Cuarto.-Después de subsanado el defecto de falta de acre­
ditación de la cualidad con lo que comparecen los demandan·
tes, se admitió el recurso y se dIspU60 se cumpliera lo que
establece el articulo 51 de la LOTe. Recibide.s las actuaciones
y comparecida la ASOCiación Profesional del ComU6 de Delega­
dos Médicos del H06pJtal Cltnl00 y Provincial de Barcelona., se
pasó a la fase del articulo 52 de la wrc, poniendo de m8ni~
fiesto los autos por. plazo común de veinte di&a &1 Minlsterio
Fiscal, a los demandantes y a la Asociación Profesional com­
parecida, y todos éstoa dentro de tiempo formularon las alega-
ciones en los siguientes términos-: .

Al El Ministerio Fi6cal se opuso a la estimación del am­
paro. En primer término dice que en el campO constitucional
el primer problema que plantea la demanda es la da si la sen­
tencia del Tribunal Central de Trabajo impugnada vulnera los
artículos 28 y :r7 de 1& e, puestos en relación con el arUcu10 24
y con la sentencia· de este Tribunal Constitucional de 29 de
noviembre de 1982. A1iade que a ~te respecto deben hacerse
las siguiente6 consideraciones p:svias: .

. a) De los dos dereclioa, fundamentales que la demanda es­
tima vulnerados, el derecho de lIbre sindicaci6n y el derecho
a la negociación colectiva conforme el articulo 53.2 de la misma.
sólo el primero de ellos ea !usceptible de amparo en 86ta via.

bl Este Tribunal Constitucional tiene declarado en su sen­
tenCia de 28 de enero de 1983 que no le colT8Sponde, al conocer
de lo~ recursos de amparo, pronunciaras sobre el sistema de
n('goclación colectiva., tal como viene regulado en el E6tatuto
de los Trabajador8l, sino únicamente en la medida que efecte
al derecho de libre ,indicación. Puntualiza esta sentencia que
la legalidad ordinaria relatiVa a esta. materia debe ser inter­
pyetada a la luz d. los preceptoa constitucionales, entre los que
tIene singular relevancia el artjculo 7.Q que consagra los Sindi­
catos de 106 trabajadores como instrumentos que contribuyen

a la defensa y promoción de los intereses económicos ., sociaJea
que le son propiOl, el articulo 28 que reconoce el derecho de
sindicación y libertad slDdl:cal y el articulo ~ Que reconoce
el derecilo a la negociactÓD colectiva ., a 1& adopción de me­
didas de conflicto oolectivo. Pues bien, d.eI. examen de las 8eJ1..
tencias de la Magistratura da Trabajo y del Tribunal lA:lntral
de Trabajo se deduce qUe es ésta la qUe oon mayor generosidad.
afecta y aplica los preceptos conatitucionaIes citado.. dando
una ma.yor efectividad. a la activi.dad sindical y & 1& negocia-­
ción colecUva. Por ello no l'86ulta dificil imaginar que caso de
haber poosP8racl& la tesis restrictiva de 1& Magistratura de Tra.­
bajo, sometiendo 1& normativa legeJ en materia d'e legitima<;:ión
a unas condiciones de actuación expresamente restringidas seria
la Asociación Profesional la que habría acudido en amparo a
este Tribunal, alegando unas reales llmitacioner;, al derecho de
sindicación. En cuanto al alegado aludido de que otros esta,..
mentos de no menor relevancia que el Médioo puedan preten­
der convenios particulares propios, debe desestimarse ya que
al articulo 87.1 del Estatuto de loa Trabajadores exija en orden
a la sitU6Ción que amb86 partes se reconozcan como interlocu­
tores válidos y. en todo caso. al articulo 90.5 del citado Esta­
tuto prevé la impugnación de aquellos convenios que sean per­
judiciales a los intereses de tercero.

En segundo lugar dice el Ministerio Fiscal que 1& demanda·
de amparo alega que la sentencia impugnada vulnera el prin­
cipio de igua..dad. consagrado en el articulo 14 de la C, al ;;8ntar
doctrina contraria a. las expuestas en las del mismo Tribunal
de 29 de marzo y 25 de octubre de 1982. Añade· que este Tri~

bunal en su sentencia de 24. de enero de 1983 tiene declarado
que el articulo 14 abarca también la igualdad en la aplicación
de la. Ley de manera que un mismo Tribunal no puede en
casos sustancialmente iguales tnQdificar arbitrarlamente el sen­
tido de sus resoluciones, salvo que ei apartarse de los prec.
dentes tenga una fundamentación suficiente "1 razonada. Para
el Ministerio Fiscal en ninguna de las dos sentencias impug~

nadas se da la igualdad sustancial, pues la sentencia de 29 de
marzo de 1982 se rellere a un convenio superior al de Em.presa
y estudia el articulo 67.2 del Estatuto de los Trabajadores, que
conceden legitimación para negociar tales convenios a tos Sin­
dicatos, Federaciones o Confederaciones slndicales que cuenten
con un minimo del dIez por ciento de los miembros del Comité
o Delegados de personal del ámbito geográfiCO funcional a que
se refiere en el Convenio. Se pregunta si tal diez por ciento
puede computarse sumando a los representantes afiliados a la
entidad sindical aquellos otros independientes, qüe ·sin estar
enouadrados en ella se U.Iilitan a expresar su adhesión al Sin·
dicato, llegando a una conclusión negativa. Como se ve, el pro·
bIema planteado no es 19ual al de autos,· Por lo que se re-­
fiere a la sentencia del Tribunal Central. de Trabajo de 25 de
octubre de 1982 se plant·ea en ella el problema de la legitima­
ción para negociar un convenio colectivo referente a té...-:nicos
y administrativos separado del negociado por el. resto del per­
sonal y en ella el Tribunal Central falla que es el Comité de
Empresa el único legitimado para pactar tanto el convenIO de
Empresa como convenio de ámbito Inferior a la misma. Pero
eIlo lo fundamenta en que los técnicos y administrativoc; que
pretenden tal convenio no han acreditado la constitución de
la sección sindical, lo que les facultaria para intervenir en la
negociación colectiva. Distinto supuesto es el del caso de este
recurso en &1 que él convenio se refiere sólo al esta'1'\ento
médico y consta probado que la Asociación Profesional se cons­
titp.y6 como agrupación sindical, teniendo capacidad jurídica
como tal agrupación.

Bl La parte actora, en el escrito de alegaciones después
de reiterar lo que manifestó en la demanda, hizo las siguientes
consideraciones:

a) Dice en primer tér~ino qu.e el Tribun.al Central· ~e Tra­
bajo posteriormente ha reIterado una doctrina contrarIa a la
establecida en la sentencia objeto del recurso de amparo. Da
noticia de una sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 28
de junio de 1983, en la que se sostiene la tesis de que, aun
cuando en una Empresa puedan existir varios convenios. y
uno de ellos como afectante solamente a técnicos. adminls·
trativos y .subalternos, en la negociación del convento debe
participar el Comité de Empresa y no parte de dicho ComIté.
Aóade que siguiendo.en esta Hnea no puede una Asociación
creada exclusivamente en el seno de la Empresa, que no forma
parte además del Comité de Empresa. negociar un convenio
al margen de dicho Comité.

bl A continuación consideran como cuestión principal ob­
jeto de amparo la interpretación del articulo 87 dei Estatuto de
los Trabajadores. Dice que, aun cuando entiende que existe
la infracción del dQr8cho de igualdad establecido en el articu­
lo 14 de la e, considera. que lo fundamenta.! es la segu?da
de las violaciones que le sometían y se someten a la consJde~
ración de este Tribunal, es decir, la violación del articulo 28
en relación COn el 24 y 37 de la e, y ,la doctrina q,ue este
propio Tribunal ha establecido, y que ello nos trae. en de!!·
nitiva, a la interpretación del articulo 87del.Estatuto. de. los
Trabajadores en relación con los derechos de hbertad smdJcal.
de negociación colectiva '1 de representación de loa trabajado·
res. Recuerda el contenido del articulo 87 del Estatuto de los
TrabajadorGs y dice que éste prevé la posibilidad de con "cnios
de é.mbito inferior y que determinada.s r.epresent&ciones sindi~
cales pueden negociar tanto convenios de ámbito inferior como
convenios de Empresa. La cuestión primera a resolver es la de
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1, existiendo Comité de Empresa y hallándose legitimado para
;lego..::iar, sólo es a dicho Comité a quien le corresponde la le·
gitimación y dice que ésta es a su juicio la posición co""'ecta.
Sólo en el supuesto de que el Comité de Empresa no existiera
o no existieran Delegados de personal es cuando entran en
función las representaciones sindicales. A continuación hace
diversas consideraciones respecto a la capacidad y legitimación
negociadora. en el marco de lo establecido en er- artioulo 87 y
termina diciendo que el artículo 37 de la C. cuando hablli del
derecho a la negoc1aci6n colectiva, habla de representantes de
los trabajadores y empresarios y que no puede dudarse de que
los representantes. de los trabajadores. ante todo, son el Co­
mité de Empresa. No puede atribuirse tal cualidad de repre­
sentación a cualquier Entidad, que al amparo del derecho de
libertad sindical se haya constituido, habida cuenta de que
ello, además de negar la representación del Comité de Empresa,
seria atomizar no sólo la negociación colectiva, sino la repre­
sentación. Y que es claro que no se vulnera el derecho ::le li­
bertad sindical. porque cierto es que cualesquiera ciudadanos
pueden fundar Sindicatos de conformidad con las Leyes vi­
gentes. Pero la posibUidad de fundar Sindicatos no presupone
Que cualquiera de dichos Sindicatos pueda atribuirse la repre­
senta.ción de los trabajadores. Para tener una legitimación, para
que las representaciones sindicales puedan estar legitimadas,
es necesal10 que sumen la mayoría de los miembros del Co­
mité de Empresa o al menos que tengan miembros en dicho
Comité y que el Comité de Empresa renuncie a ser parte para
la negociaaión.

C) La ·Asociación Profesional del Comité de Delegados Mé­
dicos del Hospital Clinicoy Provincial de Barcelona se opuso
al amparo v' en el.escrito de alegaciones presentado en la
fase establecida por el articulo 52 de la LOTe, después de hacer
una exposición de los hechos estableció las siguientes conside­
racione's, que a su juicio justifican I~ denegación del amparo:

a) Es improcedente el recurso de amparo promovido porque
el articulo 41 de la WTC, en ,relación con lo dispuesto en el
articulo 53,2 de la C, reserva el recurso de amparo para los
hechos y libertades reconocidos en los articulos 14 al 29, así
como para la objeci6n de conciencia reconocido en el articu­
lo 30 también de la C. El .recurso de amparo, aun cusnrio en
el suplico de la demanda se alude una prewnta violación de
los articulas 14, 28, 24 Y 37 de la e, es lo cierto que la refe~

rencia a estos preceptos es puramente formularia, ya que el
contenIdo verdadero del suplico de la demanda se concreta a
Que se declare que la Asociación Profesional carece de legiti­
mación para negociar convenios colectivos de Empresa de dicha
Institución. Como se ve..afiade, lo que se pretende es negar
la legitimación a la Asociación, derecho que se haya recono­
cido en el articulo 37.1 de la C y el cual, al no estar compren­
dido en el catálogo en lo suceptible de amparo, no puede uti­
lizarse esta vía para protección de ese derecho. Ello aparte de
que la sentencia impu,gnada no declara el derecho de la Aso­
ciaciÓn a negociar un convenio colectivo de Empresa, sino un
convenio colectivo de ámbito inferior al de Empresa.

b} Añade que la sentenpia objeto del amparo no vulnera el
articulo 14 de la C. Dice que, apll,rte de que las sentencias que
se invocan para el l\licio de comparación no parecen aportadas,
basta con acudir a la de 29 de marzo para advertir que los
supuestos que dichas sentencias contemplan son enteramente
distintos del cuestionado en este amparo, ya que los pronun­
ciamientos se refieren a convenios colectivoS de ámbito provin~

cia1 v no a convenios colectivos de ámbito inferior al de Em­
presa, donde las normas de legitimaciones para negociar se
rigen de conformidad con lo establecido en el ar,ticulo 87.1, pá­
rrafo 1.°, del Estatuto de los Trabajadores, en tanto que las'
Que afectan a los convenios de ámbito superior al de Empresa
se contienen en el apartado 2 del artfcul~ 87 del Estatuto. Por
cuanto se refiere a la sentencia de 25 de octubre de 1982 basta
con saber que la misma se refiere a un supuesto en el cual,
en Empresa que tiene poco mé,s de cincuenta trabajadores y
dentro de la cual unos diez pertenecen al personal adminis­
trativo de la misma sin tener constituida Asociación profe­
sional de ningún tipo ni existir diferenciación por razón fun­
cional respecto del resto, pretendieron celebrar un convenio
colectivo propio, para lo cual el Tribunal Central de Trabajo
les negó legitimación. Añade que basta con tener en cuenta
los supuestos de hecho a que se acaba de hacer referencia para
advertir que la cita que se hace de contrario en relación con
las indicadas sentencias no pueden servir en modo alguno de
referencia aplicable al caso presente y no cabe tampoco ha.blar
en ab801uto de vulneración del articulo 14, ya que como ha
recordado este Tribunal Constitucional el principio de igualdad
no se quebranta en aquellos. supuestos en los cuales la posible
desigualdad tiene una Justificación objetiva y razonable. Des­
pués de la cita de sentencias de este Tribunal Constitucional
dice' que puede valer como doctrina general 1& siguiente: El
principio de igualdad no implica en todos los casOs un trata­
miento legal igual. con abstracción de .cualquier elemento di­
terenciador de relevancia Jurídica y que este desigual trata­
miento legal tiene como límite la arbitrariedad. causa de dis­
criminación es decir, falta de una justificación objetiva y ra­
zonable. La' Justificación en el presente caso es, por partida
doble. objetiva y razonable, ya que Be trata del reconocimiento
del derecho a la negociación colectiva de un estamento diferen­
ciado, desde el punto de vista numérico y funcional en el seno
de un establecimiento ho!pitaIBrlo, sin que quepa hablar dli

una representación minoritaria cuando del total aproximado de
quinientos titulados que integra dicho estamento, el noventa
por ciento se baya afiliado a la Asociación. Lo que pretenden
los recurrentes es un ejercicio monopolistico del derecho de
negociación colectiva que lleva a la situación absurda de que
sean los camilleros, los auxiliares de clínica, el personal ad­
ministrativo, el personal de limpieza o los subalternos quienes,
habida cuenta que son mas, decidan no sólo las condiciones
económicas del estamento médico, sino, lo que es mucho más
importante, las condiciones técnicas en que éstos han de des­
envolver su trabajo. Ello si que supondria una ruptura eVI­
dente del principio de igualdad.

cl Afiade a pontinuación que la sentencia recurrida no in­
fringe ni el artículo 28 ni el artículo 24 de la CE. En el pr=sente
caso resulta totalmente fuera de lugar el tratar de fundamen­
tar el recurso de amparo en el articulo 24, ya que en ningún
momento ha faltado la tutela efectiva de los Jueces y Tribuna­
les, lo mismo puede decirse de la acusada violación del ar­
ticulo 28, violación que en modo alguno se ha dado en el pre­
sente. caso. El artículo 2S de la C los recurrentes le citan sin
distinguir entre el apartado 1. 0 y 2.°. Pues bien. la sentencia
no vulnera ninguno de los principios de liberta.d sindical, sino
refuerza dicho principio al reconocer el derecho de sindicación
de quienes forman parte de la Asociación Profesional de Mé­
dicos, la cual se constituyó con arreglo a 10 establecido en la
Ley de 1 de abril de 1977, hallándose registrada como tal y de
aouerdo en un todo con las precisiones legales que regulan el
ejercicio del derecho de sindicación. Si acaso podría hablarse
de posible violación parcial del derecho de sindicación en la
sentencia del Tribunal Central de Trabajo en cuanto al fallo
de la misma y en lo que afecta al problema aquí cuestionado
declara el derecho de mi mandante para negociar convenios
colectivos dentro de su ámbito propio, limitando ése exclusi­
vamente a sus afiliados, limitación ésta que podría en su caso
entender como una incitación indirecta a sindicarse o formar
parte de la Asociación, pero que en ningún caso atentaría
contra el derecho de libertad sindical. Ello significa que de
modificarse el fallo de la sentencia del Tribunal Central de
Trabajo recurrida habria de serlo única y exclusivamente en
el sentido de. manteniendo el de~cho a negociar con;1'enios
colectivos, declare que dichos convenios, dentro de su ámbito
propio, podrían afectar a todos quienes tuvieran la condición
de titulados que la Asociación representa, Por lo demé,s, el de­
recho de asociación deriva incluso de la interpretación que
este Tribunal Constitucional ha llevado a efecto en numerosas
sentencias, comenzando por la dictada el 29 de noviembre de
1982. Añaden que resulta realmente curioso que los recurrent.::s
citan esta sentencia en apoyo de su postura, cuando es preCI·
samente la que otorga un mayor apoyo y fundamento a la
doctrina que se contiene en el fallo del Tribunal Central de
Trabajo, objeto del presente amparo. ., la que en dt!tinitiva
consolida netamente el derecho de la Asociación a negOCIar con­
venios colectivos de ámbito propio. A oontinuación recoge la
doctrina de esta sentencia del Tribunal Constitucional. En igual
sentido cabe citar, dice la sentencia de este Tribunal Consti­
tucional de 28 de enero de 1983, en la que aborda especifica­
mente el problema de la negociación colectiva y se cuestiona
y a continuación recoge las afirmaciones contenidas en esta
sentencia aplicables al presente caso por estar referi~a a la
interpretación del artículo 87 del Estatuto de los TrabaJadores.
Más clara dicen, si cabe, es todavía la doctrina tal y como
la misma se deduce de ot,ras sentencias de este Tribunal Cons­
1itucional como son la de 22 de febrero de 1983 y la de 11 de
mayo de i983, sentencias en las cuales S9 contien~ según dicen
unas afirmaciones de las que hace una exposiC1ón que a su
juicio apoyan una tesis contraria a la sustentada por los. re­
currentes A la vista de las doctrinas anteriores, contemdas
en las s~ntencias de este Tribunal Constitucional y singular­
mente de las últimas expuestas, dice la Asociación que como
cabe negar por los recurrentes el derecho de negociación co­
lectiva reconocido a la misma por la sentencia objeto del re­
curso cuando esta misma sentencia parte de la base, paladi·
namente declarada en el tercero de sus considerandos, y que
responde a la realidad plena que la AsociaCIón a~upa un co­
lectivo al que 8e halla afiliado el noventa por ciento de los
aproximadamente quinientos miembros que integran dicho co­
lectivo. Tras estas consideraciones termina diciendo que se .de­
niegue el amparo, en primer término, por no ser susceptible
de protección por la vía de dicho recurso el derecho de neo
gociación y, en su defecto, en segundo lugar, por no haber
sido violados ni el artículo 14, ni el artículo 24, ni el artículo 28

. de la CE.

Quinto -Por prOVIdencia de 1 de febrero pasado se señaló
para deliberaCIón y votacIón del recurao el 21 de los corrientes,
en que tuvo lugar.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Se dice, en primer lugar en la demanda, y se rei­
tera luego en el escrito de alegaciones, que la sentencia ?el
TCT oontra la: que lB dirige el presente recurso, ha infrlngIdo
el articulo 87.1 del Estatuto de 101 Trabajadores y la doctrina,
respecto a la que el citado precepto llama legitimación para
negociar, y 8e dice esto porque en la interpretación que los
demandantes hacen de indicado precepto no cabe que la Aso­
ciación Profesional. parte en el previo proceso Judicial, pueda
negociar un convenio de. ámbito inferior al de Empresa. Con
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este planteamiento, la primera afirmación que debe hacerse ~8
que el problema q1,18 quiere plantearse arte este Tribunal versa
sobre la interpretación de los preceptos reguladores del derecho
a la negociación colectiva Y. muy espec1ficamente. respecto de
las reglas definidoras de la legitimaci.ón para la ordenación de
las condiciones de trabajo a través de la fórmula negociadora
que el articulo 37.1 consUtucionaliza y que tiene su desarrollo.
en el titulo IU del Estatuto. Que la cuestión no tiene un con­
tenido constitucional se advierte de lo que acaba de decirse
y bien leído el escrito de alegaciones que los actores han pre­
sentado en el momento procesal del articulo 52 de la LOTC, se
reconoce por la parte cuando define como cuestión principal ob­
ieto del amparo, la interpretación del artIculo P7 antes citado.
y se esfuerza en defender dentro del marco de este precepto
y de la doctrina a que ha dado lugar. una solución contraria
a la decidida por el TCf. Esto revela una concepción que no
es a la que responde el diseño de nuestra CE en orden a la
jurisdicción constitucional. 1 a lo que es la institución del
amparo, como via de garantía de los derechos fundamentales,
según lo dispuesto en el articulo 53.2 de la LOTC. Ni el vo­
blema es de violación del derecho a la negociación colectiva
que proclama el articulo 37.1, ni aunque se ouestionara lo que
dice este precepto constitucional. la cuestión podna llevarse
al proceso de amparo, pues esta institución no cubre un de-­
recho que está fuera del catálogO de libertades y derechos que
dice el articulo S:U. El ejercicio de la potestad. jurisdiccional
en todo tipo de procesos, por tanto también los del orden la­
boral, corresponde exclusivamente a los Tribunales determina­
dos por las Leyes. sin que la cuestión tenga acceso al proceso
de amparo en tanto no se cuestionen las garantías constitu­
cionales (artículo 117.3 de la CE>'

Segundo.-51 ha sido posible que el recurso de amparo haya
superado la faae de admisión contra lo prevenido en el.articu­
lo 50.2.a) (deducirse la demanda respecto 'de derechos o liber­
tades no suceptibles de amparo constitucional), es porque en
una primera argumentación que en las alegaciones posteriorea
en buena parte se queda en una mera invocación gratuita des­
conectada de la real configuración del tema dentro de las coor­
denadas de la negociación colectiva, se presentó el recurso
desde la perspectiva de los articulas 14, 24 Y 28 de la CE. como
si la. sentencia impugnada pudiera estar incursa en violación'
de estos preceptos. El amparo es una lDstitución constitucional
que se articula para la garanUa de las libertades 1 derechoa
que dice el articulo 53.2 y, entre ellos, el de igualdad. el de
acceso a la jurisdicción y al proceso debido y a la libert8.d sin­
dical. Es, en efecto, este can1cter el que refleja el articulo 41
de la LOTe cuando define el ámbito del amparo, pre«!sa su
finalidad y se cuida de dejar bien claro que no pueden hacerse
valer en él otras pretensiones que las dirigidas a restablecer
o preservar los derechos o libertades por razón de los cualea
se formula el amparo. No es este el contenido de la demanda,
pues no se dirlge a restablecer o preservar el derecho a la igual­
dad, o el del acceso a la jurisdicción o al proceso o la libertad.
sindical, que son derechos comprendidos .en los preceptos que
se citan en la demanda. como de modo bien revelador se mues­
tra en el .petitum_, ajeno a todo propósito de obtener el reco­
nocimiento de un derecho o libertad, y la preservación o res­
tab:ecimiento del mismo. Es este cpeUtum_ el que descubre otra
vez que el tema suscitado no es constitucional, enmarcado en
el catAlogo. de los derechos susceptibles de amparo¡ el tema
es de legalldad referido al derecho a la negociación colectiva,
que entienden ios demandantes no coITesponde en representa­
ción de una categoría. laboral a la Asociación Profesional de
Médicos del Hospital Clinico y Provincial de Barcelona. Esto
es lo que piden los actores -que declaremos que indicada Aso­
ciación carece de legitimación para negociar un convento 00­
lectivo-, revelando que no es su derecho a la igualdad, o a la
jurisdicción, o al proceso, o a la libertad sindical. lo que se
está defendiendo en el proceso de amparo.

Tercero.-Las reflexiones que hasta aqui llevamos hechas nos
permiten entrar en el anAUs18 de las concretas invocaciones
constitucionales que se hacen en la demanda. La de los ar­
ticulos 24 y 37 de la CE. este ultimo fuera del capitulo 11 del
titulo 1, y, por tanto, de la protección directa del recursO de
amparo, se hace sin otra argumentación, relacionándolos -no
descubren los demandantea caé.l es la idea de esta relación­
con el articulo 28.1, que parece se cita en lo que se refiere a la
vertiente colectiva de la libertad sindical. Una ya extensa ju­
risprudencia constitucional ha desarrollado la dimensión colec­
tiva de la libertad sindical en conexión con el derecho de huel­
ga. el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo y el de­
recho a la negociación colectiva. pudiendo recordarse aquí en
lo que se refiere a este ultimo punto y en particular a' las
IE'gitimaciones negociales o las- confltctmlles. las sentencias de
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta
por don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente· , don Fran­
cisco Rubio Llorente. don Luia Diez~Picazo. don FrÍmclsco TomAs
y Valiente, don Antonio Truyol SelTa y don Francisco Pera
Verdaguer, Magistrados. ha pronunciado .

29 de noviembre de 1982, 28 de enero, 22 de febrero, 11 de mayo,
8 1 30 de julio 1 13 de diciembre de 1983, doctrina que si pu~

diera iDvocarse en el caso no aerl& ciertamente desde la po­
sición de los demandantes, que no' son, obviamente, un Sindi­
cato, sino acaso desde. -la posición de la Asociación a la que
el Ter ha reconocido legitimac:ión negociadora. La cuestión Be
tornaría acaso próblemética 8i el resultado del litigio hubiera
sido el contrario, pero carece de relevancia desde la perspee­
tiva de la libertad sindical cuando quien acciona -acusando
la vulneración del articulo 28.1- no es un Sindicato, sIendo
por lo demás evidente que no puede traerse al debate en el
seno del fresente amparo 1& cuestión de si a 1& Asociac:ión
ProfesJona de M6dicos es'o no de af.l1cac:ión 1& lDdicada doc­
trina jurisprudencial. Y s1 del artJ:cu o 28.1 pasamos a 1& otra
cita que 108 demandantes dicen está. en conexión con la que
hacen del citado articulo 28, esto es, con la mención del ar­
ticulo 24, que se intuye es en su proposición primera (el de-­
recho a la tutela judicial efectiva y al proceso sin que pueda
producirse indefensión). no podemos por menos de destacar
que a la afirmación de que este precepto. se ha vl.¡inerado no
se la fundamenta una argumentación alguna. Cuando se acusa
una violación constitucional ea carga de 101 recUITentes no 8ólo
la de abrir la via para que este Tribunal pueda pronunciarse.
sino la de proporcionar la fundamentación que razonablemente
es de esperar. Si prescindimos del incumplimiento de esta car·
ga procesal. Y entramos en una consideración desde lo que
pudiera entenderse. es el pensamiento de los demandantes, no
es que acusen de que' su derecho a la jurisdicción y al proceso
ha sido violado¡ su idea parece ser que debió negarse la legi­
timación procesal pasiva de la Asociación en el previo proceso
laboral, lo que con ser equivocado, pues la legitimación proce-­
sal de la Asociación deriva de su poslción negociadora en el
convenio. entraña cabalmente una petición de que se niegue
el derecho a la jurisdicción a la indicada Asociación. ,

Cuarto.-Qtro de los fundamentos del-recurso es el que pre~

tende apoyarse en el articulo 14 de la CE. diciendo que la sen­
tencia impugnada es contradictoria con la solución dada a
otros litigios laborales. contraviniéndose el principio de igual­
dad ante la Ley, que, como es sabido. hace referencia a la ne­
cesidad de que la norma sea aplicable por igual a todos aque­
llos que se encuentran en la situación descrita en el supuesto
de la norma. lo primero que se observa en esta fund.imen­
tación -1 del ando ahora a un lado el problema de la función
juridica de la jurisprudencia f del valor que se asigna a la
emanada de los recursos de suplicación en materia laboral­
es el modo de proceder de la defensa de los recurrentes al tra­
tar las sentencias que trae a colación con el propósito compa­
ratista con la objeto del presente proceso de amparo. Sin traer
el texto de las sentencias aducidas, se cita de ellas aisladas
referencias, abstrayéndolas del conjunto y del caso enjuiciado.
para inferir, desde este mutilado tratamiento. una interpreta­
ción jurisprudencial que se dice no es la que sirve de Unea ar­
gumental a la sentencia objeto de impugnación. Este modo
de proceder a la hora de buscar apoyos jurisprudenclales para
la interpretación del articulo 87.1 del Estatuto de los Traba­
jadores dista mucho de un análisis serio de los precedentes ju­
diciales, pero es que con referirse algunas de las sentencias
invocadas a la interpretación de otras reglas juridicas (como
la del articulo 87.2) o a colectivos no organizados en una Aso·
ciación. COn lo que esto supone para quehrar el directo apoyo
a la interpretación necesaria para la aplicación de la legalidad
ordinaria. carecen en absoluto de vAlida argumentación para
sustentar una violación de la. igualdad ante la Ley. El análisis
no revela la presencia de circunstancias que enumeradas en
el artículo 14 o comprendIdas en la fórmula ahierta con el que
se completa este precepto constitucional entraften una discrimi­
nación. Por lo demé.s, el amparo no es una vía para acusar
una infracción legal o de doctrina. jurisprudencial ajena a toda
violación de derechos o libertades fundamentales.

PALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAI'lOLA,

Ha decidido
Denegar el amparo solicitado por el Comité de Empresa del

Hospital Cl1nico y Provincial de Barcelona.
Publfquese esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estado_.
Dada en Madrid a 27 de marzo de 19S4.-Jer6nimo Arozame­

na SierTa.-Franc1sco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picaza y Ponce
de León.-Francis<'o Tomé.s y Valiente.-Antonio Truyol 'Serra.
Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguieu te

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 480/1983, interpuesto por la
Entidad _Calzados Michel. S. L.•. representada por e Procura..
dar don José de Murg. Rodríguez. con dirección de Abogado,


